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Introducción 
Hay varias tendencias que en la actualidad influyen en el sistema agroalimen-
tario internacional, las cuales han obligado al replanteamiento del mismo. 
Entre estas tendencias figuran el comercio internacional; la preocupación por 
la inocuidad alimentaria; el impacto de la agricultura en el medio ambiente; 
la salud, seguridad y salarios de los trabajadores; el bienestar animal, y el uso 
de nuevas tecnologías. 

En este replanteamiento del sistema se observa una predilección en el uso 
de estándares privados sobre los públicos, lo cual ha llevado a la determina-
ción de un conjunto de grados y estándares que gobiernan desde la primera 
etapa de la producción agrícola, hasta su realización en el mercado ante el 
consumidor final (Bain et al., 2004). 

Encontramos también que la producción de alimentos ha evolucionado de 
un ámbito local a uno globalizado, en el que la producción y los procesos se 
centralizan en distintas partes de un país y el mundo, lo cual aunado al desa-
rrollo del transporte ha proporcionado a los consumidores un mayor acceso a 
alimentos importados de todas partes del mundo, si bien con ello han surgido 
nuevos retos, pues se corre el riesgo de importar alimentos contaminados. Es-
to convierte a la inocuidad alimentaria en un tema que día a día cobra mayor 
vigencia, tanto en el ámbito nacional como en el internacional. El reto es pro-
ducir alimentos inocuos, y es aún mayor para las empresas agrícolas, ya que 
su producción se encuentra sujeta a la disponibilidad de los recursos natura-
les y las condiciones metereológicas, lo que dificulta un estricto control de ca-
lidad y expone los productos a los enemigos invisibles causantes de 
enfermedades e incluso de brotes epidemiológicos. 

Así, la comercialización de alimentos de calidad e inocuos se está convir-
tiendo poco a poco en la clave del éxito en el comercio internacional, debido a 
que los gobiernos de los países importadores están recurriendo a la aplicación 
de regulaciones y normas estrictas que garanticen que los productos importa-
dos cumplan con los más altos estándares de producción y calidad, al igual o 
inclusive más altos que los producidos domésticamente, para no poner en 
riesgo la salud de los consumidores. De esta manera, las regulaciones domés-
ticas pueden constituir un gran obstáculo al comercio internacional y conver-
tirse en barreras técnicas, ya que son utilizadas por algunos países como 
medidas restrictivas al comercio para compensar la disminución en las tarifas 
negociadas en acuerdos y tratados comerciales. 

Se espera que el entorno agrícola y agroindustrial exportador se torne 
más complejo y excesivamente regulado, ante el establecimiento de progra-
mas en los principales países importadores de alimentos del mundo, que tie-
nen como objetivo controlar la calidad, sanidad e inocuidad de los productos. 
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En el caso de los Estados Unidos, el programa de inocuidad alimentaria 
en frutas y hortalizas frescas, dado a conocer en 1997, ha tenido fuerte impac-
to en los países con los que comercia. En este caso se aborda lo relativo al im-
pacto que este programa ha tenido en México, esto es, al cambio que las 
empresas enfrentan ante una nueva regulación y la decisión que deben tomar 
si desean continuar exportando a ese país o bien, incursionar en otros merca-
dos de países que imponen estándares menores, con respecto a los norteame-
ricanos, que no impliquen la realización de cambios sustanciales en su 
estructura productiva. 

Este trabajo se desarrolla en diez apartados. Inicia con una parte intro-
ductoria y continúa con un resumen de la reglamentación de la inocuidad 
alimentaria; en el siguiente apartado, el tercero, se describe el contexto actual 
de la política agrícola a partir de la privatización del diseño e implementación 
de grados y estándares alimenticios, y en el siguiente se repasa la política 
agrícola norteamericana en materia de inocuidad alimentaria, aclarando cuá-
les son las acciones que ha implementado y que le permiten detectar relati-
vamente a tiempo cualquier brote epidemiológico relacionado con 
enfermedades transmitidas por el consumo e alimentos; el quinto apartado se 
refiere a la política mexicana en esta materia y la manera en que el país ha ac-
tuado en consecuencia a la publicación del programa de inocuidad de los Es-
tados Unidos. En el sexto título se describe el proceso que debe enfrentar la 
industria mexicana, a través de los pasos que tiene seguir una empresa que 
desee implementar un programa de inocuidad alimentaria, y el siguiente con-
tiene una estimación del costo que deben enfrentar las empresas para demos-
trar la conformidad con la inocuidad alimentaria; el octavo apartado se refiere 
a la inocuidad alimentaria, determinada como una barrera técnica al comer-
cio. Se concluye con algunas reflexiones acerca del papel de la inocuidad ali-
mentaria como un nuevo instrumento de la política agrícola y con un último 
apartado de referencias bibliográficas. 

La reglamentación de la inocuidad alimentaria 
La reglamentación de los productos alimentarios no es un fenómeno reciente, 
su desarrollo real data de hace cerca de un siglo. La primera gran ley en este 
dominio nació en Francia el 1 de agosto de 1905, sobre la represión de fraudes 
y de falsificaciones de productos agrícolas y alimentarios, hoy en día en vigor, 
pero integrada al código de consumo. Esa ley fue el fruto de una constante: la 
ausencia de legislación, que creaba perturbaciones económicas en el mercado, 
debido a la presencia de productos alterados, adulterados o presentados de 
manera fraudulenta. El primer motivo generador de esta reglamentación fue 
económico, a la vez que la preocupación de proteger la salud pública estaba 
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presente en diversas disposiciones de la misma ley o de sus decretos de apli-
cación (Doussin, 2000). 

Esta noción de la aplicación de la ley no es novedosa y se ha aplicado de 
manera constante a todo lo largo del mundo. Los negociadores del GATT es-
timaron que esas reglamentaciones, llamadas reglas técnicas (de efecto obli-
gatorio y que se oponen a las normas que los agentes económicos deciden 
seguir voluntariamente), tenían en muchas ocasiones y como sola justifica-
ción dificultar u obstaculizar la entrada de un producto en un mercado que se 
deseaba proteger. 

El acuerdo sobre de Barreras Técnicas al Comercio (BTC) fue firmado en 
1979 y ampliamente revisado en 1994, durante la ronda Uruguay, en la cual su 
ámbito se incrementó enormemente, no sólo porque forzaba a todos los paí-
ses miembros de la Organización Mundial del Comercio (OMC) a cumplir con 
él, sino también porque éstos no pueden objetar las conclusiones del panel 
sólo porque les sean desfavorables. Este acuerdo cubre regulaciones técnicas, 
estándares y procedimientos de aseguramiento de la conformidad. Su ámbito 
se extiende a todos los bienes intercambiables y concierne a todas las regula-
ciones técnicas y estándares, incluyendo empaque, marcas y etiquetado. En el 
sector agroalimentario, el acuerdo aplica a todas las reglas, excepto aquellas 
relativas a la vida animal y vegetal, y a la salud humana, las cuales son cubier-
tas por el acuerdo sanitario y fitosanitario (SPS). En tanto el ámbito del 
acuerdo SPS es extremadamente preciso, cuestiones como nutrición y propie-
dades alergénicas de ciertos nutrimentos son cubiertas por el acuerdo BTC. 
Aún más, el acuerdo BTC aplica a todo aquello que no concierne explícita-
mente a la salud. 

El acuerdo SPS sienta las reglas básicas y estándares para la inocuidad 
alimentaria y la salud animal y vegetal, permite a los países establecer sus 
propios estándares, pero también determina que las regulaciones deben tener 
bases científicas. Los países miembros son exhortados a utilizar, donde exis-
tan los estándares internacionales, guías y recomendaciones. Sin embargo, los 
países miembros pueden usar medidas que resulten en estándares más altos 
si existe una justificación científica. El acuerdo también permite a los países 
utilizar diferentes estándares y métodos para la inspección de productos. 

El contexto actual: la privatización de los grados y estándares 
Hasta hace poco, los grados alimenticios y los estándares eran vistos casi ex-
clusivamente como asuntos del dominio público, nunca como una materia es-
tratégica y relevante a la administración del sector privado. 

Los grados y estándares (GyE) consisten de una colección de especifica-
ciones técnicas, términos, definiciones y principios de clasificación y etique-
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tado. Incluyen reglas de medición establecidas o reguladas por la autoridad 
(estándares) y en muchos casos, sistemas de clasificación basados en atribu-
tos cuantificables (grados). 

Los GyE pueden referirse a productos o procesos relativos a: (1) calidad, 
como apariencia, limpieza, sabor, etc.; (2) seguridad, como ausencia de resi-
duos de pesticidas en los productos, o libres de hormonas y presencia micro-
biana; (3) autenticidad, como la denominación de origen o el uso de un 
proceso tradicional, y (4) la bondad del proceso productivo, respecto a la sa-
lud y seguridad del trabajador o de la contaminación ambiental, etcétera. 

Los GyE de desempeño son las características de un producto que se es-
pera tenga cuando alcanza cierta ubicación en la cadena agroalimentaria, de 
la producción de la materia prima hasta su procesamiento en bienes interme-
dios o finales (por ejemplo, el monto máximo permitido de residuos de pesti-
cidas, cuando un producto es comprado por el procesador al productor). 

Los GyE de proceso conciernen a las características de los procesos en la 
cadena agroalimentaria, desde la producción de las materias primas hasta su 
procesamiento en bienes intermedios o finales. Por ejemplo, pueden especifi-
car que una manzana es producida de manera orgánica, o que la leche que es 
almacenada o manejada de tal manera mantiene el conteo de bacterias a cier-
to límite. Los estándares HACCP son un ejemplo importante de este tipo. 

En principio, existe un creciente incentivo para hacer públicos los están-
dares (diseñados e impuestos por el gobierno); esto se da entre mayor sea la 
naturaleza pública y bondadosa del estándar, y menor sea el incentivo y la ca-
pacidad de la industria para diseñarlos e implementarlos.  

La evidencia de que los incentivos y la capacidad para privatizar los 
estándares de inocuidad alimentaria y, aunque en menor medida, los de salud 
agrícola se está incrementando bajo las siguientes condiciones: 

• La primera condición se presenta cuando la inocuidad alimentaria y la 
salud agrícola no son estrictamente obligadas por la autoridad publica, 
pero la reputación de las empresas distribuidoras y procesadoras de-
penden de la seguridad del producto (por ejemplo, la exigencia de certi-
ficación que imponen algunas cadenas de supermercados). 

• La segunda condición se da cuando las empresas privadas combinan 
estándares de inocuidad y calidad en un sistema administrativo meta, 
inserto en un proceso de estándares y certificación (como el caso de 
Nestlé, en Brasil) (Reardon, 2001).  

Aparentemente esto se está volviendo una práctica común, a la par que 
crece la importancia de la implementación de estándares de proceso como 
HACCP y la necesidad de manejar la cadena agroalimentaria a través de sis-
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temas privados de estándares que imponen mayor competencia en la última 
etapa del mercado, así como altos estándares de desempeño a sus proveedores. 

Determinantes de la privatización de los estándares 
La creciente importancia de los estándares privados puede ser atribuida a tres 
factores: 

• Primero, en muchos lugares y para muchos productos la demanda por 
estándares (para definir y regular el mercado) ha superado el creci-
miento de la oferta de estándares públicos.  

• Segundo, los estándares no son solamente bienes públicos para resolver 
las fallas del mercado, sino instrumentos estratégicos para la diferen-
ciación y distribución del mercado y la protección de los nichos de las 
empresas alimenticias. 

• Tercero, los estándares privados se han convertido crecientemente en 
una herramienta importante de la cadena de coordinación de las activi-
dades que las empresas relizan para la implementación de procesos ta-
les como HACCP y de calidad como ISO, a cada nivel de la cadena. Esto 
con objeto de reducir costos y ser competitivos en un mercado liberali-
zado, asegurando la calidad y seguridad de los productos. 
 

Los efectos de la implementación de grados y estándares pueden ser duales:  

• Primero, pueden incrementar el tamaño del mercado para un determi-
nado producto, reduciendo las barreras de entrada, de manera tal que 
permiten la participación de más empresas y la expansión del comercio, 
y de ahí incrementar la eficiencia de transacción y disminuir sus costos. 
También lo pueden hacer mediante la definición y facilitación de un 
mercado más amplio de commodities, o por la definición de un conjun-
to de productos diferenciados. Una mayor eficiencia del mercado y una 
amplia participación de las empresas implican mayor competencia, que 
potencialmente puede llevar a reducir los precios al consumidor y a una 
mejor calidad del producto. 

• Segundo, pueden ocasionar una reducción del tamaño del mercado, al 
incrementar las barreras de entrada mediante el aumento en la inver-
sión requerida para participar. Una forma extrema de este tipo son las 
barreras no arancelarias. Otra forma muy efectiva es el requerimiento 
de certificación a los proveedores de insumos. Aquellos que están in-
cluidos podrían obtener un beneficio adicional, debido a los beneficios 
que la eficiencia impone al alcanzar los estándares, y porque las barre-
ras a la entrada o salida obvian la reducción de los beneficios, debido a 
la competencia de nuevos proveedores que ingresan. Los que están ex-
cluidos podrán encontrar un mercado secundario en el cual vender, o 
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bien salir del mercado. Las inversiones requeridas pueden comprender 
desde la actualización de las técnicas de administración, hasta la com-
pra de nuevo equipo para el establecimiento de sistemas de coordina-
ción y control de calidad. La restricción puede crear mayor diversidad 
de la producción a través del establecimiento y defensa de los nichos, 
pero puede tener efectos ambiguos en los precios al consumidor y el 
bienestar. 

Tales costos de inversión pueden ser sustancialmente relativos a los me-
dios de las pequeñas empresas, y puede forzarlas a su salida o a moverse 
hacia a mercados menos rentables. 

La política de los Estados Unidos en torno a la inocuidad 
alimentaria 
El gobierno de los Estados Unidos ha respondido con severidad a los proble-
mas detectados en relación con la inocuidad de los alimentos. En un proceso 
que inició en 1995 y que a la fecha no ha concluido, el gobierno estadouniden-
se ha establecido regulaciones en la mayoría de las industrias que pueden re-
presentar un riesgo para la salud de los consumidores, tales como la industria 
cárnica y de aves, productos del mar, huevo, jugos y, finalmente en 1998, fru-
tas y hortalizas frescas. 

En los Estados Unidos la promoción de la salud a través de la provisión y 
el acceso a alimentos sanos, seguros y nutritivos se ha convertido en un obje-
tivo prioritario de la política alimentaria (USDA, 2000). El USDA, agencia 
líder en ese país para realizar los esfuerzos concernientes a seguridad alimen-
taria, está construyendo un sistema nacional (con bases científicas) para ase-
gurar la inocuidad alimentaria, en un programa denominado de la granja a la 
mesa, y para reducir en un 25% la incidencia de enfermedades relacionadas 
con alimentos.  

Entre las acciones adicionales que los Estados Unidos han implementado 
para mejorar este sistema encontramos la Foodnet, el Pulsenet, the Fight Bac 
Campaign y por supuesto, the National Food Safety Initiative. 

El sistema nacional llamado Food Net (red alimentaria), establecido en 
1996, consiste de un sistema de vigilancia temprana que monitorea las en-
fermedades provocadas por patógenos en los alimentos en cinco áreas alrede-
dor del país. En esta red participan el Centro para el Control y Prevención de 
Enfermedades (CDC, por sus siglas en inglés), USDA, FDA (Food and Drug 
Administration) y los departamentos estatales de salud. Antes de su estable-
cimiento, el sistema de vigilancia de enfermedades se basaba en reportes pa-
sivos que enviaban las clínicas y los laboratorios al departamento local de 
salud, el cual, a su vez, los remitía al estado, y así sucesivamente. Actualmen-
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te, en cooperación con los departamentos locales, el CDC conduce encuestas 
que permiten determinar posibilidades de riesgo, y se llevan a cabo estudios 
de casos de control para identificar factores de riesgo relativos a enfermeda-
des esporádicas, entre otras actividades. 

PulseNet (CDC, 2001) es un sistema desarrollado en asociación con el 
Departamento de Salud, los laboratorios de la Asociación de Salud Pública y 
un ganador del premio “Innovations in American Government Award” de la 
fundación Ford. Este sistema consiste de una red de laboratorios de huellas 
moleculares y los Departamentos Estatales de Salud, la FDA, USDA y CDC, 
que amplía la habilidad de los laboratorios de vigilancia para identificar rápi-
damente clusters de infecciones alimenticias por ciertos patógenos en gran-
des áreas geográficas. El impacto de PulseNet ha sido enorme en la 
identificación de brotes epidemiológicos, que de otra manera hubieran pasa-
do desapercibidos, como en el enfoque de las investigaciones para determinar 
la verdadera fuente y el alcance de los brotes. 

La FightBac Campaing (Campaña de Lucha Contra las Bacterias) es el 
producto de la asociación para la Educación en Inocuidad Sanitaria, en un es-
fuerzo único de enfermedades relacionadas con alimentos. Este esfuerzo edu-
cativo público-privado de la industria, el gobierno y grupos de consumidores 
dedicados a incrementar la conciencia por la inocuidad alimentaria y reducir 
la incidencia se vio reforzado por el propio de los productores, procesadores y 
minoristas para reducir el riesgo por infecciones alimenticias. La campaña de 
educación pública brinda a los consumidores, quienes comparten la respon-
sabilidad del manejo seguro de los alimentos, un programa enfocado y más 
unificado. Esta campaña se ha implementado en folletos, esfuerzos de largo 
alcance, spots de radio y televisión e internet. Es una campaña muy exitosa y 
ampliamente aplicada en las escuelas. 

La National Food Safety Initiative (Iniciativa Nacional de Inocuidad Ali-
mentaria) consiste de un esfuerzo dependiente de la CDC para desarrollar la 
infraestructura necesaria a través de toda la nación, a fin de prevenir las en-
fermedades alimenticias infecciosas y fortalecer los programas de prevención 
y control requeridos para mantener baja la incidencia de aquellas enfermeda-
des infecciosas que emergen, reemergen y desarrollan resistencia contra me-
dicamentos. 

Finalmente, la Iniciativa Presidencial para la inocuidad en alimentos im-
portados, pronunciada por el Presidente Clinton en 1999, viene a engrandecer 
los esfuerzos que en esta materia realiza el gobierno de los Estados Unidos, 
esto mediante el establecimiento del Consejo de Inocuidad Alimentaria (Food 
Safety Council) y a través de la petición directa, por parte del presidente, a las 
Secretarías de Salud y Servicios Humanos y a la Secretaría del Tesoro, de que 
realicen otras acciones para proteger aún más a los consumidores de impor-
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taciones inseguras de alimentos o con riesgo de contaminación. De manera 
específica, se nombró a la FDA como la agencia responsable de la seguridad 
de la mayoría de los alimentos importados y se le otorgaron facultades, al 
igual que al Servicio de Aduanas, para realizar actos que permitan: 

1. Prevenir la distribución de alimentos importados inseguros me-
diante el aseguramiento de los mismos, hasta ser revisados por la 
propia FDA. 

2. Destruir las importaciones de alimentos que pongan en serio riesgo 
a la salud pública. 

3. Prohibir la reimportación de alimentos que no han sido admitidos 
por no cumplir con las regulaciones y leyes de los Estados Unidos y 
requerir el marcaje de los contenedores o los papeles de los alimen-
tos no aceptados por razones de inocuidad. 

4. Establecer estándares a los laboratorios privados para la toma y 
análisis de muestras de alimentos que tengan el propósito de entrar 
al mercado norteamericano. 

5. Incrementar el monto de la fianza impuesta a los alimentos impor-
tados, cuando es necesario detener su entrada prematura o ilegal al 
país. 

6. Mejorar el cumplimiento de la legislación de Estados Unidos relati-
va a la importación de alimentos, incluyendo la imposición de penas 
monetarias. 

Como se observa, con la iniciativa presidencial se extienden las facultades 
de autoridades como la FDA y el Servicio de Aduanas, ya que ante la sola pre-
sunción de que no se cumple con las regulaciones, el producto puede ser de-
tenido en frontera hasta que la autoridad determine lo contrario, lo cual es 
sumamente costoso para productos como frutas y hortalizas, por ser altamen-
te perecederos. 

La política de México en materia de inocuidad alimentaria 
La estrategia de inocuidad alimentaria diseñada por México a partir de la pu-
blicación del programa norteamericano en 1998, contemplaba, entre otras 
prioridades, la necesidad de articular una respuesta concertada, que involu-
crara a los gobiernos federal, estatal y municipal y a las instituciones acadé-
micas y de investigación, así como a los productores y exportadores agrícolas. 

La inocuidad alimentaria surge en las actividades gubernamentales como 
una cuestión extra que se tiene que enfrentar con los recursos disponibles, y 
aunque la Secretaría de Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural argumentó 
en su tiempo que contaba con 4,728 profesionales aprobados que trabajaban 
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en 20 campañas fito-zoosanitarias para salvaguardar la salud animal, vegetal, 
proteger la vida de los consumidores y una red nacional de laboratorios ofi-
ciales y privados aprobados, sabíamos que esto no era suficiente para enfren-
tar un problema de la magnitud de la inocuidad alimentaria. La 
infraestructura con que contaba la SAGAR en ese tiempo no era ni siquiera 
suficiente para realizar una inspección efectiva de las normas y regulaciones 
ya existentes, mucho menos para constituir un sistema efectivo de inspección 
y vigilancia, para lo cual se requiere personal capacitado, aprobado, certifica-
do y reconocido, que emprenda acciones en materia de inocuidad alimentaria, 
tanto para la producción destinada al consumo nacional como a la  exporta-
ción. 

En términos generales, la estrategia para enfrentar la inocuidad alimenta-
ria planteada en 1998 por el gobierno federal sentó las bases de las acciones 
futuras en la materia. No se puede afirmar que se hayan alcanzado plenamen-
te los objetivos que se había planteado, como el diseño y la implementación 
del Programa Nacional de Inocuidad Alimentaria, que no se diseñó y mucho 
menos se implementó. Tampoco se concretó la difusión e implementación de 
las guías voluntarias para reducir el riesgo microbiano en la producción de 
alimentos, solamente se realizaron algunos foros nacionales, pues las guías no 
bajaron a los productores, con excepción de aquellos estados con vocación 
agrícola exportadora, como Baja California y Sinaloa, que tomaron en sus 
manos la implementación de acciones en la materia. Finalmente, y quizá lo 
más importante, no se logró la creación e implementación del sistema, que 
actuaría como un foro de concurrencia de todos los actores involucrados en la 
materia, tanto del sector público como del privado, que implicaba la adopción 
en nuestro país de la inocuidad como una cultura nacional, con atención tanto 
a productores como a consumidores y no como una acción sectorial sexenal 
sin trascendencia.  

El Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria 
Se crea el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria 
(SENASICA) en 2001, como una respuesta del gobierno federal a la necesidad 
de contar con un organismo rector en la materia. La apertura del mercado y la 
globalización demandan productos agropecuarios de calidad e inocuos, y 
nuestro país no puede sustraerse a esta demanda, para permanecer y acceder 
a nuevos mercados internacionales. Esto le obliga a la creación e implementa-
ción de una estrategia en materia de calidad e inocuidad, que permita garan-
tizar a la población y a los mercados internacionales la concurrencia de 
productos mexicanos inocuos. 

El SENASICA sería el encargado de establecer políticas, lineamientos, crite-
rios, sistemas, estrategias, programas, proyectos, procedimientos y servicios 
que coadyuven a mejorar la condición sanitaria de los animales y la fauna 



 

acuática, sus productos y subproductos, así como la inocuidad de los alimen-
tos de origen animal, vegetal, acuícola y pesquero. 

El Sistema Nacional de Inocuidad Alimentaria y la Comisión Federal 
para la Protección Contra Riesgos Sanitarios (COFEPRIS) 
El Consejo Técnico del SENASICA estableció el sistema nacional de sanidad, 
inocuidad y calidad agroalimentaria mediante el acuerdo CT CONASAG 
04/2001, e instruyó al Director en Jefe para que continúe con la implementa-
ción del mismo e informe en las sesiones del Consejo sobre los avances. 

El Sistema Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria es-
tará conformado como se muestra en la Figura 1. 

Figura 1 
México. Organización del Sistema Nacional de Sanidad, Inocuidad 

y Calidad Agroalimentaria 
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Fuente: SENASICA-SAGARPA. 

Un elemento fundamental en la conformación de este Sistema es la 
COFEPRIS. El decreto que crea la Comisión fue publicado en el Diario Oficial 
de la Federación del 03 de julio del 2001. La COFEPRIS se crea como un órga-
no desconcentrado de la Secretaría de Salud (SSA), con autonomía técnica, 
administrativa y operativa, teniendo por objetivo, ejercer las atribuciones en 
materia de regulación, control y fomento sanitario, conforme a la Ley General 
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de Salud. Entre sus atribuciones figura la de ejercer el control sanitario a que 
deberán sujetarse las actividades, productos, establecimientos y servicios vin-
culados con el proceso productivo y con los de importación y exportación de 
los alimentos. La COFEPRIS viene a ocupar en nuestro país una posición simi-
lar a la de la Food and Drug Administration de Estados Unidos. 

El Sistema funcionaría básicamente en el conjunto SSA-SAGARPA, para la 
promoción, control y certificación de la inocuidad de los alimentos, que im-
plica el establecimiento de las organizaciones capaces de operarlo en ambas 
dependencias y una instancia de coordinación interinstitucional. Otros ele-
mentos del Sistema son: el desarrollo de una red conjunta de laboratorios 
acreditados; la participación de terceras partes, como unidades de verifica-
ción y organismos de certificación; el establecimiento de un sistema informá-
tico interconectado entre autoridades sanitarias federales y estatales; la 
adopción del enfoque integrado de análisis de riesgo-evaluación-gestión-
comunicación, y la formación de comités de expertos de excelencia para apo-
yar las decisiones sobre la base de criterios científicos. 

Para lo anterior, es necesario realizar modificaciones a la Ley General de 
Salud (en proceso), para otorgar al SENASICA el carácter de autoridad sanitaria 
en materia de salubridad general e incorporar la figura de certificación de la 
inocuidad de los alimentos con características propias. De esta manera, el 
Servicio contará con funciones específicas de control sanitario con base legal, 
como son certificaciones, inspección y vigilancia. 

La SAGARPA instruyó al SENASICA para asumir la responsabilidad de la 
creación e implementación de un sistema para la certificación de normas de 
calidad, el segundo gran componente de la inocuidad alimentaria. Mediante 
el acuerdo del Consejo Técnico del SENASICA CT CONASAG 05/2001 se 
aprueba que el Servicio se constituya como autoridad para la certificación de 
la calidad de los alimentos. Para ejercer esta función, éste promoverá el esta-
blecimiento y el reconocimiento de organismos de certificación de la calidad 
de productos agroalimentarios. La realización de esta actividad está pendien-
te, y no se encontró mayor información respecto a la conformación de este 
sistema. 

Se diseña el Plan Maestro sobre la Inocuidad de Alimentos 2002-2006, 
con el objetivo principal de establecer la estrategia conceptual y operativa que 
deberá seguir el SENASICA para operar el Programa Nacional de Inocuidad 
Agroalimentaria destinado a proteger la inocuidad y calidad de los alimentos 
de origen vegetal, animal, acuícola y pesquero, procurando la permanencia y 
preferencia de los productos mexicanos en los mercados formales. 

Las actividades propuestas en este Plan están encaminadas a promover, 
regular y certificar la aplicación de sistemas de reducción de riesgos que de-
berán ser instrumentadas en las unidades de producción, establecimientos de 
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procesamiento primario, empaque, transporte y almacenamiento, a fin de evi-
tar que la condición de inocuidad se vea afectada por factores que propicien 
su contaminación. 

Se propone el establecimiento de convenios de cooperación para: inducir 
las buenas prácticas de producción con los gobiernos de los estados; desarro-
llar programas voluntarios dirigidos a productores y procesadores primarios; 
capacitar a capacitadores que coadyuven en la asistencia técnica para la ins-
trumentación de sistemas de reducción de riesgos; desarrollar la normativi-
dad, lineamientos y manuales de operación y capacitación necesaria para su 
puesta en práctica; promover el establecimiento de áreas de inocuidad de los 
alimentos en los organismos auxiliares de sanidad vegetal y salud animal, e 
instrumentar un sistema de reconocimiento de organismos de terceras partes 
que apoyen las actividades de verificación y dictamen.  

Como se observa, el gobierno federal continúa sin presentar capacidad de 
respuesta, por lo que las acciones deben ser desarrolladas por los gobiernos 
de los estados, lo que impone una carga inequitativa entre los mismos, pues 
aquellos en los cuales se localiza una intensa actividad exportadora deberán 
destinar una mayor cantidad de recursos para enfrentar la demanda de servi-
cios que la implementación de los programas requiere. 

La industria y el proceso de cumplimiento  
Cumplir con un programa de inocuidad alimentaria puede parecer sencillo a 
simple vista, sin embargo, más allá de la regulación y de la intención del Es-
tado por hacerla cumplir, encontramos un proceso de entendimiento y una 
serie de pasos que las empresas tienen que seguir para dar cumplimiento a la 
regulación, así como una serie de costos en los que incurren las empresas 
desde el momento en que conocen la regulación y toman la decisión de cum-
plirla o no. De importancia fundamental en el cumplimiento son cada una de 
las etapas individuales que componen el proceso, en el cual se identifican los 
pasos, de alguna manera estandarizados, que deben seguir las empresas para 
llegar a lograrlo. Desde la perspectiva de las instituciones, la cuestión del 
cumplimiento está en relación con un resultado, y la pregunta clave sería: 
¿está la empresa cumpliendo con los requerimientos regulatorios? 

En general se presta poca atención al proceso que se pone en movimiento 
o a la reprogramación de actividades que se tiene que realizar para alcanzar 
ese resultado, y en general, es la naturaleza del proceso de cumplimiento la 
que determina en gran medida los costos asociados al cumplimiento. El mo-
delo que utilizan Henson y Heasman, (1998:9-23) basado en una serie de ac-
tividades que las empresas siguen típicamente cuando responden a una nueva 
regulación, y puede ser aplicado en este caso. Los supuestos básicos del mo-
delo son: 
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1. El proceso de cumplimiento se puede dividir en diferentes etapas. 

2. Las etapas individuales en el proceso de cumplimiento se ordenan se-
cuencialmente. 

3. El proceso es cíclico. Una vez que la empresa ha implementado su estra-
tegia de cumplimiento, evaluará y monitoreará el resultado, y regresará a 
las etapas primarias en el proceso de cumplimiento cuanto sea necesario. 

Las etapas del modelo del proceso de cumplimiento 
A continuación se realiza una descripción de cada una de las etapas del proce-
so de cumplimiento con la inocuidad alimentaria, como una regulación nueva 
impuesta por el gobierno de EE.UU. que es de carácter voluntario, pero que sin 
duda, es cada día más requerida por el comercializador norteamericano, como 
un símbolo de garantía de seguridad para el consumidor de este mercado. 

Identificación de la regulación. El proceso de cumplimiento inicia una 
vez que la empresa tiene conocimiento de la nueva regulación; es en esta eta-
pa cuando la empresa incurre en los primeros costos. Las empresas grandes 
generalmente cuentan con un departamento de monitoreo de regulaciones 
gubernamentales que afectan su actividad, en tanto que en las empresas pe-
queñas el monitoreo puede ser una responsabilidad de la gerencia, o bien 
pueden ser las asociaciones de productores o las organizaciones tipo las que 
detectan la regulación y difunden entre los asociados. En el caso de México, y 
en particular de los productores de hortalizas, la inocuidad alimentaria como 
un programa del gobierno norteamericano fue dado a conocer en primera ins-
tancia por personal del propio Departamento de Agricultura de los Estados 
Unidos, con objeto de que las organizaciones afectadas participaran en las 
audiencias públicas a las que fue sometido el programa, tendientes a recabar 
la problemática que pudiera surgir en su implementación. Mayor interés 
cobró entre los comercializadores norteamericanos el programa, quienes em-
pezaron a exigir a los productores mexicanos la certificación de la inocuidad 
alimentaria, como un prerrequisito para permanecer en ese mercado. 



 

Figura 2 
Modelo del Proceso de Cumplimiento 
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Interpretación de la regulación. Una vez conocida la nueva regulación, la 
empresa realiza un esfuerzo administrativo, o bien recurre a las asociaciones, 
para identificar e interpretar cualquier requerimiento nuevo. Los elementos 
clave a considerar son: 

1. ¿La empresa cae en el ámbito de la regulación? 
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2. ¿Cómo afecta la regulación a los productos fabricados por la empresa? 
3. ¿Cuántos productos son afectados? 
Si no se afecta ningún producto, se concluye el proceso de cumplimiento. 

Si la regulación afecta, se pasa a la siguiente etapa del proceso de cumpli-
miento.  

En este caso particular, la respuesta a las tres preguntas es positiva, pues-
to que las empresas productoras-exportadoras de frutas y hortalizas frescas 
son sujetas de la regulación, pero dado que ésta es de cumplimiento volunta-
rio, la empresa puede decidir no implementarla y concluir el proceso, o bien 
realizar un análisis de costo-beneficio y determinar la pertinencia de iniciar 
con la implementación del proceso o definitivamente no aplicar la regulación.  

Identificación del cambio. Una vez que se ha determinado el posible efec-
to de la regulación en la empresa, se procede a identificar los cambios que es 
necesario realizar para establecer el cumplimiento. Para ello se hace una 
comparación entre la forma en que está operando la empresa y la de cómo 
debería hacerlo bajo la regulación. Se pueden generar tres posibles resulta-
dos:  

• La empresa está cumpliendo, y la regulación no va más allá. 
• La empresa ya planeó hacer los cambios necesarios para alcanzar 

el cumplimiento dentro del periodo permitido (en el caso que nos 
ocupa no existe tiempo perentorio estipulado por el gobierno, de 
manera tal que la regulación es exigible sólo por el mercado co-
mo garantía de seguridad). 

• La empresa no está cumpliendo y no ha planeado hacer los cam-
bios necesarios para el cumplimiento.  

La empresa debe ser muy cuidadosa y entender perfectamente los cam-
bios requeridos para la implementación de la regulación, pues de esto depen-
den en gran medida los costos económicos en los que tiene que incurrir para 
el cumplimiento. Es común que se presenten costos asociados inciertos, que 
pueden dar lugar a mayores costos por errores. Estos costos se definen como 
la diferencia entre los costos de cumplimiento incurridos bajo condiciones de 
información perfecta y los incurridos bajo condiciones de información imper-
fecta. En este sentido, entre mayor información posea la empresa, menores 
serán los costos por errores. 

Desde el punto de vista de la inocuidad alimentaria, la cuestión por resol-
ver es si la estructura productiva actual de la empresa le permitirá certificar 
sus productos como inocuos o como productores que fueron sujetos a un pro-
ceso para reducir al mínimo el riesgo de contaminación microbiana. En caso 
de una respuesta negativa, la empresa debe dar respuesta a las siguientes 
cuestiones: ¿a cuánto ascenderán aproximadamente los costos para realizar 
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los cambios necesarios?, ¿qué inversiones se deben realizar para el cumpli-
miento?  

En este sentido, las principales inversiones fijas que una empresa com-
prometida con la inocuidad debe realizar se asocian con el control de la cali-
dad y el uso del agua (plantas tratadoras de agua y fábricas de hielo, 
disposición de aguas residuales, instalaciones sanitarias, etc.). Las inversio-
nes relacionadas con la higiene de las instalaciones y de los trabajadores de-
penden de las respuestas que se den a las siguientes interrogantes: ¿es el 
material utilizado en las líneas de empaque susceptible de contaminación mi-
crobiana?, ¿es necesario reemplazarlo?, ¿las instalaciones sanitarias para el 
uso de los trabajadores son suficientes en número y en calidad?, ¿contienen 
éstas los medios indispensables para garantizar la sanidad de los trabajado-
res? En cuanto al transporte utilizado, la limpieza y sanidad es indispensable 
para evitar la contaminación del producto, así que la preguntaría sería en tor-
no a conocer si se cuenta con las unidades apropiadas de transporte que per-
mitan y garanticen la sanidad del producto y su adecuado transporte al 
destino final, para concluir con un efectivo programa de rastreabilidad de la 
producción. 

Intento por influenciar la regulación. Una vez ponderados los cambios 
necesarios para el cumplimiento, la empresa puede determinar que éstos son 
sumamente onerosos o bien, complicados, por lo que puede intentar influen-
ciar la regulación. Esto se puede realizar cuando la regulación está en proceso 
de audiencia pública y las empresas son libres de opinar acerca del grado de 
impacto que la regulación pudiera tener en su actividad. Es común que estos 
esfuerzos sean realizado por la industria en su conjunto, ya que así se tiene 
más poder para influenciar la regulación que las empresas individuales. Si se 
logra influenciar la regulación y se registran cambios en la misma, la empresa 
debe retornar a la etapa anterior de interpretación y analizar la manera en 
que influyen los cambios en su estructura productiva, y posteriormente eva-
luar los cambios necesarios para cumplir con la misma. 

Decisión de cumplimiento. Al determinar la empresa los cambios que de-
be hacer para cumplir con los requerimientos establecidos por la regulación, 
tomará la decisión de cumplir o no. Un factor que afecta esta decisión es el 
análisis costo-beneficio de la regulación, es decir, determinar si el beneficio 
marginal de implementar la regulación excederá su costo marginal. También 
se debe considerar que este tipo de análisis difiere de empresa a empresa, al 
igual que su percepción acerca de los futuros beneficios. Aquí la cuestión es 
definir si se aplicará la guía o no. 

Especificación del método de cumplimiento. Si la empresa decidió cum-
plir, entonces debe decidir cómo hacerlo. En ocasiones los cambios requeri-
dos para cumplir con la regulación son complejos y de amplia interpretación, 
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y en consecuencia la empresa tiene varias opciones para utilizar los métodos 
disponibles. La elección del método estará influenciada por los costos asocia-
dos al mismo, así como por las opciones que el mercado presente para la ad-
quisición de maquinaria y equipo, y los servicios disponibles. 

En este caso, los métodos de cumplimiento se encuentran asociados en 
primer término a las Buenas Prácticas Agrícolas (BPA) y a las Buenas Prácti-
cas de Empaque (BPE), especificadas en la Guía para Reducir al Mínimo el 
Riesgo Microbiano en los Alimentos en el Caso de Frutas y Vegetales Frescos, 
publicada por los Estados Unidos el 26 de octubre de 1998. Un método alter-
no a la aplicación de las buenas prácticas, lo constituye el Análisis de Riesgos 
y Puntos Críticos de Control (HACCP, por sus siglas en Inglés), que tiene por 
objetivos identificar todos aquellos puntos susceptibles de contaminación del 
producto y establecer controles para minimizar ese riesgo potencial. Es un 
método más costoso y riguroso que las buenas prácticas, y se aplica en entor-
nos cerrados, en procesos más controlados, como el procesamiento de carnes 
y aves, y en el manejo de pescados y mariscos. 

Comunicación. Una vez elegido el método de cumplimiento, la empresa 
debe comunicar los cambios requeridos a todos los involucrados en su im-
plementación. En las empresas pequeñas, con pocos empleados, esto es rela-
tivamente fácil, pero no así en las empresas grandes, pues entre mayor sea la 
estructura jerárquica y el número de empleados, mayor será el grado de difi-
cultad para la implementación. 

Implementación. Es la penúltima etapa en el proceso de cumplimiento. 
En la práctica, es más un proceso de largo plazo, con las restricciones que el 
periodo de cumplimiento le impone, y está íntimamente ligada a la etapa final 
de evaluación y monitoreo. 

En el caso de la inocuidad alimentaria, el proceso de implementación en 
las empresas es sumamente complicado, por las características propias de la 
actividad y de la mano de obra. Son empresas cuya actividad se limita a un ci-
clo agrícola en la mayoría de los casos, que están sujetas a las eventualidades 
climáticas, por una parte, y a las vicisitudes del mercado, por la otra. El per-
sonal que las compone presenta en general un bajo nivel educativo, además 
de una excesiva rotación, en muchos casos son migrantes y, por lo tanto, de 
difícil seguimiento. Uno de los costos más importantes asociados con la ino-
cuidad está referido a la inversión en educación y capacitación de los trabaja-
dores. La implementación de una regulación como la de inocuidad 
alimentaria, exige condiciones higiénicas en los trabajadores que no presen-
tan y que en muchos casos no están dispuestos a cumplir. La concientización 
de su papel en el proceso productivo y su aportación a la minimización del 
riesgo microbiano de contaminación es una tarea esencial en este proceso. Así 
mismo, encontramos patrones que no están sensibilizados con este tipo de 
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regulaciones y retardan su implementación lo más possible, ocasionando 
diferencias en el grado de implementación e incluso, daños al mercado de 
empresas que sí cumplen con las regulaciones. 

Evaluación y monitoreo. Es la etapa final de proceso de cumplimiento; se 
realiza una vez que se ha implementado la regulación. Muchas empresas no 
realizan monitoreo de las regulaciones hasta que son requeridas, o bien lo 
realizan cuando tienen que efectuar cambios en sus operaciones. En el caso de 
la inocuidad alimentaria, la evaluación del cumplimiento se traduce en la ob-
tención de la certificación, y el monitoreo es una actividad constante realizada 
a través de las auditorias necesarias para otorgar la certificación. Es impor-
tante señalar que la certificación del proceso de cumplimiento sólo puede ser 
realizada por terceras partes, generalmente por empresas de reconocido pres-
tigio y seriedad que gozan de la identificación de las agencias de gobierno in-
volucradas con el sistema de inocuidad alimentaria. 

El proceso de cumplimiento para una empresa mexicana productora ex-
portadora de frutas y hortalizas frescas se representa en la Figura 3. 

En la aplicación de este modelo a la realidad de las empresas en México 
partimos del supuesto de que cada una de las firmas que exportan actualmen-
te, cuyo objetivo sea permanecer en el mercado norteamericano de frutas y 
hortalizas frescas, se sujetará a un proceso de cumplimiento tal que le permita 
alcanzar la situación deseable de reducir al mínimo el riesgo de contamina-
ción microbiana en la producción, y por lo tanto deberá realizar una serie de 
actividades a lo largo del proceso productivo que le garanticen este cumpli-
miento, siguiendo un esquema similar al desarrollado anteriormente. 

El costo del cumplimiento de la inocuidad alimentaria 
Los costos por cumplir con la inocuidad alimentaria fueron estimados a partir 
de la información proporcionada por una encuesta levantada entre las empre-
sas productoras exportadoras de hortalizas, ubicadas en la región noroeste de 
México.1  A los empresarios o responsables de empresas se les preguntó si 
habían realizado inversiones fijas motivadas por la implementación de la ini-
ciativa, a lo cual el 71.4% respondió afirmativamente. De este porcentaje el 
8.6% fueron identificadas como empresas pequeñas, el 54.3% como medianas 
y el 37.1%, grandes. Del 28.6% de empresas que no ha realizado inversiones 
fijas, el 14.3% corresponde a pequeñas y el 85.7% a medianas.  

 
1 La encuesta de inocuidad alimentaria se levantó en 2002 y 2003, utilizando la fórmula para poblaciones fini-
tas, muestreo proporcional de varianza máxima, distribuida por estratos correspondientes a las regiones, con 
una probabilidad de ocurrencia (P) del 50%, siendo N el tamaño poblacional de 145 empresas, y n el tamaño de 
la muestra obtenida, que fue de 58 empresas. El error cometido es del 11.09%, con un nivel de confiabilidad 
del 95%. Por lo anterior, se considera que la muestra tiene validez estadística y que cumple con los criterios es-
tablecidos en su determinación. 



 

Figura 3 
Proceso de cumplimiento con la inocuidad alimentaria de una empresa 

mexicana productora-exportadora de hortalizas frescas 
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Fuente: Elaboración propia con base en Henson y Heasman (1998). 
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En este sentido se puede considerar que son las empresas pequeñas y 
medianas las que se rezagan, tanto en las acciones preparatorias al cumpli-
miento como en las inversiones requeridas por el mismo (Cuadro 1). 

Cuadro 1 
México. Rango de inversión no recurrente por tamaño de empresa, 2002 

 Tamaño de empresa y porcentaje  
Rango de inversión 
no recurrente (US$) 

Pequeña 
(%) 

Mediana 
(%) 

Grande 
(%) 

Total 
(%) 

50,000 a 100,000 4.3 6.5 2.2 13.0 
101,000 a 300,000  8.7  8.7 
301,000 a 500,000  4.3  4.3 
501,000 a 1’000,000  4.3 2.2 6.5 
1’100,000 a 2’000,000  4.3 4.3 8.7 
No contestó 6.5 32.6 19.6 58.7 
Total 10.9 60.9 28.3 100.0 

Fuente: Elaboración propia con base en datos de trabajo de campo, 2002 y 2003. 
 

A partir de 1997, el 88.2% de las empresas ha realizado cambios en su 
proceso productivo, incluyendo equipo, proceso y aspectos tecnológicos.  

Las empresas manifiestan diferentes niveles de inversión fija, atendiendo 
principalmente a su tamaño. Así, la inversión de las empresas pequeñas se 
presenta en el menor rango, que fluctúa de 50 mil a 100 mil dólares, el cual 
fue ejercido por sólo 4.3% de ellas. La inversión de las empresas medianas se 
distribuyó a lo largo de todo el rango, predominando entre 100 mil y 300 mil 
dólares. En el caso de las empresas grandes, las inversiones se localizan en los 
estratos más altos, que van de 500 mil a 2 millones de dólares. Evidentemen-
te, la capacidad de inversión de las empresas está en relación directa con su 
tamaño, al igual que la capacidad de negociación crediticia y acceso a recur-
sos. 

Los costos de inversión fija más frecuentes en que han incurrido las em-
presas son, en orden de importancia: instalaciones sanitarias, maquinaria 
agrícola, instalaciones de proceso e instalaciones para el almacenamiento de 
productos químicos (Cuadro 2). 

Los costos no recurrentes más onerosos están relacionados con el uso de 
agua y el manejo poscosecha de los productos. Por ejemplo, una planta trata-
dora de agua se cotiza en alrededor de US$50,000.00, en tanto que una plan-
ta de hielo alcanza los US$800,000.00. En este sentido, la inversión fija 
(costos no recurrentes) de una empresa para alcanzar la condición de sani-
dad, calidad e inocuidad, está en gran medida determinada por la región pro-
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ductora, el tipo de producto y el tratamiento poscosecha que éste requiera du-
rante su proceso. Productos como tomate, pepino y chile no requieren el uso 
de hielo para su conservación, en cambio, el cebollín, rábano o espárrago de-
penden en gran medida del uso de agua y hielo en su proceso de empaque. 

Cuadro 2 
México. Empresas que han efectuado inversión fija por concepto, 2002 

Concepto Porcentaje de empresas 
(%) 

Costo promedio 
declarado (US$) 

Maquinaria agrícola 64.3 25,000 a 100,000 
Instalaciones sanitarias 73.2 15,000 a 30,000 
Planta tratadora de agua 41.9 45,000 a 50,000 
Cámara de frío 44.2 500,000 
Almacén de productos químicos 51.2 5,000 
Instalaciones de proceso 57.8 150,000 
Planta de hielo 13.3 400,000 a 800,000 
Instalaciones para trabajadores 35.6 22,000 
Equipo para empaque especial 35.6 No declarado 
Equipo de seguridad y sanitización 33.3 No declarado 
Equipo para etiquetado especial 26.2 No declarado 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Inocuidad Alimentaria, 2002 y 2003. 
 

Análisis costo-beneficio y certificación de la inocuidad alimentaria 
Se pueden distinguir cuatro conceptos de costo-beneficio, que a decir de los 
productores son los más impactantes en la adopción de un programa de este 
tipo (Cuadro 3). 

Cuadro 3 
México. Conceptos de costo-beneficio en la implementación de un programa 

de inocuidad alimentaria, 2002 
Costo Beneficio 
Inversión en infraestructura Acceso a mercados internacionales 
Educación de los trabajadores Permanencia en el mercado 
Capacitación del personal Productos saludables 
Apoyo financiero Mejorar negociación con compradores 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Encuesta Inocuidad Alimentaria, 2002 y 2003. 
 

Los principales costos están asociados a la inversión fija que deben en-
frentar las empresas para modificar sus procesos productivos y estar en con-
diciones de producir con sanidad, calidad e inocuidad. En seguida están los 
de la educación de los trabajadores, que también son de los más importantes, 
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ión de servicios. 

                                                

por su carácter recurrente, ya que la mano de obra presenta en este tipo de ac-
tividad un gran índice de rotación, por lo que la capacitación por parte de las 
empresas debe ser constante y renovarse en cada ciclo agrícola. Así, la capaci-
tación del personal de la empresa para la implementación del programa es 
sumamente importante y costosa. Generalmente, la capacitación se ofrece por 
parte del organismo certificador y alcanza sumas de alrededor de US$850.00 
por hora de capacitación, más el costo mismo de las auditorias y la certifica-
ción en sí.  

El organismo certificador que mayor impacto tiene entre estas empresas 
es Primus Lab, empresa norteamericana que audita al 68.2% de las empresas. 
Scientific Certification Systems, CAADES2-AARC3, CIAD,4 y AIB comparten 
el resto del mercado, con el 4.5% cada una. De las empresas certificadoras 
mencionadas sólo dos, CAADES y CIAD, son mexicanas. Las empresas ex-
tranjeras (norteamericanas) trabajan en nuestro país bajo diferentes modali-
dades, entre las que destacan las de representación directa y el uso de 
franquicias para la prestac

Un proceso de este tipo toma más de seis meses, desde el momento mis-
mo de la toma de decisión de implementarlo hasta el otorgamiento de la certi-
ficación, que llega inclusive a alcanzar un costo de 150 mil dólares por 
operación. Finalmente, el alto costo del financiamiento en nuestro país pro-
voca que la decisión de implementar un programa tan oneroso se postergue, 
en tanto se puede acceder a recursos preferenciales, o bien a obtener la liqui-
dez necesaria a fin de ir enfrentando en el corto y mediano plazo las inversio-
nes necesarias para cumplir con la inocuidad. 

Dentro de los beneficios, a los productores les preocupa ante todo su 
permanencia en el mercado internacional, pues están conscientes de que el no 
contar con un programa de este tipo provocará que estén fuera de los princi-
pales mercados, tales como los de Estados Unidos, la Unión Europea y Asia, y 
aún más, de que las nuevas empresas no podrán ingresar a ellos. El problema 
de salud es importante, pues los productores consideran los programas de 
inocuidad como una estrategia que les permitirá ofrecer al mercado produc-
tos saludables, sin embargo, se debe recordar que un programa de este tipo 
no garantiza al 100% la inocuidad del producto, pues se desarrolla bajo la 
óptica de reducción del riesgo y no de su eliminación. Finalmente, cuestiones 
como el incremento en la demanda, el reconocimiento del consumidor o un 
mejor precio no son considerados por los productores como el objetivo final 
en la implementación de un programa de inocuidad alimentaria. 

 
2 Confederación de Asociaciones Agrícolas del Estado de Sinaloa. 
3 Asociación de Agricultores del Río Culiacán. 
4 Centro de Investigación en Alimentación y Desarrollo, A.C. 
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La estimación de la inocuidad alimentaria como barrera 
técnica al comercio 
Como se mencionó anteriormente, una de las principales preocupaciones al 
diseñar e implementar estándares y grados es que se conviertan en barreras 
técnicas al comercio. La competencia desigual entre países desarrollados, co-
mo los Estados Unidos o Europa, y los menos desarrollados, como México o 
los latinoamericanos, pone en riesgo la relación y los flujos comerciales, al 
instrumentar medidas no arancelarias que pueden sacar del mercado a las 
empresas de las economías emergentes que no están en posibilidades de rea-
lizar las inversiones necesarias para cumplir con la conformidad. 

La estimación del impacto de una medida de este tipo, como la inocuidad 
alimentaria, para determinar si constituye o no una barrera técnica al comer-
cio, consiste en calcular el costo adicional en el que se incurre por acceder al 
mercado de exportación, y si éste sólo es enfrentado por el productor domés-
tico, en este caso México, entonces la medida se convierte en un equivalente 
valor-tarifa. La información obtenida en la encuesta indica que el costo recu-
rrente depende de la región productora y del producto en cuestión. 

Por ejemplo, en el Valle de Mexicali el cebollín, que es el principal pro-
ducto de exportación, presenta un costo promedio de producción y empaque 
de US$2.4447 por caja. El costo recurrente asociado a la certificación de la 
inocuidad alimentaria en campo añade US$0.20 al costo total en esta etapa, 
representando el 8.18% del mismo. De manera que el costo para el exportador 
es de US$2.4447, mientras que para el productor doméstico es US$2.2447, 
puesto que: 

NC xv = C xv - C Dv  

NC xv = 2.4447 – 2.2447 
NC xv = 0.20, que es el costo recurrente por caja producida. Así, 
Barrera Técnica al Comercio (BTC) = US$0.20 por caja exportada, 

y obteniendo el índice de costos relativos de cumplimiento (Iv) se tiene:  

IV = [C xv / C Dv ] – 1 
IV =[2.4447/2.2447] –1 
IV =0.089,  

y dado que es mayor que cero, el costo recurrente para el productor exporta-
dor es mayor que para el productor doméstico en 8.9% adicional. Por lo tanto, 
se puede considerar que la  
 

BTC = US$0.20. por caja producida y exportada. 
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De aquí se concluye que la implementación del programa de inocuidad 
alimentaria de los Estados Unidos actúa como barrera técnica al comercio en 
las exportaciones de hortalizas frescas de México y que el equivalente valor 
tarifa se cuantifica en US$0.20 por caja producida y exportada. 

Conclusiones 
El entorno agrícola internacional se observa cada vez más regulado. Los paí-
ses que deseen continuar en el mercado internacional están obligados a ser 
cada vez más competitivos y a cumplir con una serie de grados y estándares 
que garanticen la calidad, seguridad e inocuidad de sus productos. 

La nueva política agrícola impone modificaciones en los procesos produc-
tivos que sólo las economías fuertes pueden enfrentar. México se encuentra 
en desigual circunstancia en torno a la inocuidad alimentaria implementada 
por los Estados Unidos, sin embargo, debe promover una política consistente 
para apoyar a las empresas agrícolas y no perder este mercado de destino. 

Los Estados Unidos han desarrollado toda una infraestructura en torno a 
la inocuidad alimentaria, que les posibilita detectar a tiempo brotes epide-
miológicos atribuidos a enfermedades transmitidas por alimentos; sin em-
bargo, en México no se ha podido consolidar un sistema que permita a los 
productores bajar información y al Estado brindar asesoría, establecer los 
servicios relacionados que se requieren para garantizar que los productos 
mexicanos son sanos, inocuos y de calidad indiscutible. La carga de la prueba 
se encuentra en los hombros de las empresas, que son las responsables de in-
vertir, y de modificar y certificar sus procesos, si desean continuar en el mer-
cado de exportación. 

Las empresas agrícolas están ahora sujetas a una dinámica que impone 
un ritmo de flexibilidad e innovación en los procesos productivos para cam-
biar y adaptarse a las exigencias del mercado y de un consumidor cada vez 
más informado. 

Sin embargo, las inversiones necesarias para mantenerse en el entorno 
competitivo internacional implica un gran acceso a capital por parte de las 
empresas, lo cual está fuera del alcance de las pequeñas y medianas empresas, 
particularmente en México, donde las condiciones económicas no han evolu-
cionado hacía el establecimiento de un entorno que favorezca la competitivi-
dad y el acceso a financiamiento preferencial. 

En el sector hortícola mexicano se observa que las empresas grandes pre-
sentan flexibilidad para adaptarse a los cambios establecidos por el mercado, 
en detrimento de las pequeñas y medianas. En materia de inocuidad alimen-
taria, se observa que son las grandes empresas las que se están adaptando al 
cambio y no se detectan acciones por parte de las pequeñas.  
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El principal obstáculo para realizar los cambios necesarios en el proceso 
productivo, que lleve a las empresas al cumplimiento con la inocuidad ali-
mentaria, se asocia a las grandes inversiones necesarias para este fin. 

La iniciativa de inocuidad alimentaria de los Estados Unidos se erige co-
mo una barrera técnica al comercio, afectando directamente la competitivi-
dad de las exportaciones mexicanas de hortalizas, principalmente por el 
monto de la inversión necesaria (entre 1 y 2 millones de dólares) para su 
cumplimiento y el equivalente valor-tarifa de US$ 0.20 por caja exportada, lo 
que significa que los productores mexicanos enfrentan una barrera técnica al 
comercio, que en promedio es por esta cantidad. La barrera técnica impone 
un costo diferencial equivalente al 8.9% adicional en la producción para el 
mercado de exportación sobre el costo de producción para el mercado domés-
tico.  
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